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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 



TRIBUNAL PLENO 



Testimonio de las constancias del juicio de ampako promovido por el 
C. Mariano F. Medrano, contra el acto del Juez 2? de Distrito de 

ESTA CAPITAL, QUE LO REDUJO A PRISIÓN. 

"^ Demanda de amparo* 

^ C JtJEz 19 DE Distrito: 




[AEíANO F. Medrano, ex-pagador del batallón núm. 23, 
ante vd. con el debido respeto expone lo siguiente: 

Faltándome dinero para socorrer los tres últimos 
dias de Enero último, pedí se me practicara una visita 
á la caja para esclarecer los hechos, haciendo al mismo tiem- 
po renuncia del empleo. Trascribí aquel oficio al jefe del 
cuerpo, y este lo hizo igualmente al Comandante militar de 
Veracruz, donde existe el batallón, quien creyéndose juez en 
el ramo de hacienda, inandó se me procesara. El mayor de 
plaza me tomó declaración el 30 de Enero sobre ciertos pun- 
tos, y este juzgó, como debia, que no podia entender el ramo 
militar sobre aquel asunto, y no me volvieron -á hablar una 
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sola palabra durante veint? dias, dejándome abandonado "en 
mi cama bastante enfermo, y habiendo quedado suspenso 
en mis funciones desde el dia 19 de Febrero, que nombraron 
habilitado sin saberlo yo siquiera. 

Viéndome en esta situación y sin el más pequeño recurso 
para medicinarme, como conste á la mayor parte de los ofi- 
ciales que me visiteban, logré hacer un sacrificio para el pa- 
saje y vine á Puebla al lado dcjni familia para curarme, donde 
permanecí veinte dias con el objeto de resteblecerme, y luego 
me trasladé á esta capital para rendir mis cuentas ante la Te- 
sorería general, en el término fijado por la ley, y lo hubiera 
hecho indudablemente sin la orden de la policía, que me sacó 
enfermo de mi cama para conducirme á la Cárcel de Ciudad 
á consecuencia de un exhorto del Juez de Distrito de Vera- 
cruz, á quien nunca supe me hubiera consignado nadie, ni 
aun tengo el honor de conocer, y aun creo que solo la jefa- 
tura de hacienda pudiera haberlo verificado á consecuencia 
de una visite en que me hubiera encontrado en quiebra. 

Hoy he hecho entrega de mi contebihdad á la Tesorería 
general, en la que aparece una responsabilidad contra mí de 
$42i5, y como aun se trate de conducirme á Veracruz, siendo 
así que sin duda debe juzgárseme en esta capitel, 

A vd. suplico, que en virtud de querérseme conducir á un 
clima que me ocasionaría la muerte, según el estedo en que 
me puse en dos meses de permanencia en aquel puerto. 

En virtud de ser indebido el juicio que se quiere seguir 
en Veracruz, puesto que la base de él fué errónea, porque de 
ninguna manera pudo el Comandante militer ordenar en el 
ramo de hacienda. 

En virtud de existir solamente en la Tesorería general los 
datos para mi descargo, porque de ley es la única oficina que 
puede examinar las cuentas de un pagador; se digne conde- 
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derme amparo conforme á la ley, mandando suspender el acto 
de mi remisión á Veracruz, y ordenar el lugar que vd. juzgue 
oportuno, espere el fallo conforme á justicia. 

México, Mayo 6 de 1879. — Mariano F. Medrana, — Una 
róbrica. 



Auto sobre aclaraciones de la demanda* 

'México, Mayo 8 de 1879. — Notifíquese al C. Mariano íF. 
Medrano exprese cuáles son las garantías que cree se han vio- 
lado en su persona. Lo proveyó y firmó el C. Juez I? de 
Distrito, Lie. Ricardo Ramirez. Doyfé. — Í2. JSewmre^;*-^Una 
rúbrica.-*-jPnmcí^co de A. OsornOj secretario.— Una rubrica. 



En la misma fecha, notificado del precedente auto el C. 
Mariano Medrano, dijo lo oye: que en su concepto se :han 
violado en su persona los artículos 14 y 16 de la Constitu- 
ción, y firmó. Doy féy de que se queja contra el Juez 29 
-de Distrito. — Mariano :F, Medrano. — ^Una rubrica. — F. Mon- 
tes de Oca. 



Auto sobre el informe de la autoridad responsable. 

México, Mayo 8 de 1879. — Pídase al Juez segundo de 
Distrito el informe que previene el art. 5? de la Iqy de 20 
de Enero de 1869, en cuanto á la suspensión. Lo proveyó y 
firmó el C. Juez. Doy fé.— Í2. 5towíre^.----Üna róbma.-*--iF. 
de A. OsornOy secretario. — Una rubrica. 
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Informe del Juzgado segundo de Distrito* 

Juzgado federal 29 de Distrito. — México. — Para rendir 
debidamente el informe que se sirve vd. pedirme, relativo á 
la aprehensión y remisión á Veracruz de Mariano Medra- 
no, que ha intentado ante vd. el recurso de amparo, debo 
decirle: que en virtud de exhorto recibido del Juzgado de 
Distrito de Veracruz, en el que con todas las formalidades 
legales se sohcitaba la aprehensión y remisión de Mariano 
Medrano, ex-pagador del batallón núm. 23, por haberse au- 
sentado de aquella ciudad sin haber formado el corte de caja 
respectivo, se libró por este de mi cargo orden á la Inspec- 
ción general de Policía, la cual contestó de enterado y poste- 
riormente informó no poder llevar á cabo la aprehensión 
del citado Medrano, por encontrarse viviendo en la ciudad de 
Puebla, en la casa de la Sra. Rósete. Este oficio, así como el 
anterior, fueron agregados al exhorto que se devolvió al Juz- 
gado requerente. 

Algún tiempo después la Inspección general de pohcía pu- 
so á disposición de este Juzgado á Medrano, á quien habia 
aprehendido en virtud de la orden librada con anterioridad, 
coincidiendo dicha consigna con otro exhorto del Juzgado 
de Distrito de Veracruz, en que dirigiéndose á los jueces de 
Puebla, Distrito Federal, Morelos y otros puntos, se solici- 
taba nuevamente la aprehensión de Medrano, y cuyo exhorto 
se recibió en este por conducto del Juzgado primero, que es 
á su digno cargo. Como ya estaba cumplimentado en virtud 
de encontrarse preso el citado Medrano, se proveyó auto, 
mandando devolver el recado al Juzgado de Veracruz, ex- 
presándole que con esa fecha se Ubraba orden al Grobernador 
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del Distrito para la conducción del preso, lo que en efecto se 
hizo en el mismo dia. 

Según noticias que extraoficialmente tiene el que sus- 
cribe, el Gobernador ofició á la Secretaría de Guerra y Ma- 
rina, para que ordenara á la Comandancia militar, se reci- 
biera por la escolta del tren, al referido Medrano. 

Todos estos trámites entorpecieron su inmediata conduc- 
ción, y entretanto Medrano solicitó se le concediera perma- 
necer tres dias en esta capital para arreglar sus libros y do- 
cumentos, cuya petición comunicó el que suscribe por la vía 
telegráfica al Juez de Distrito de Veracruz, el que otorgó los 
tres dias pedidos. En esa virtud y previa fianza que otorgó 
el C. Narciso Garcilazo, fué excarcelado Medrano por con- 
ducto del Gobernador del Distrito, por el término de tres 
dias que comenzaron desde el viernes 2 del presente, fene- 
ciendo el 5; y no presentándose sino hasta el 7, no en el 
Juzgado ni ante la pohcía, sino en la casa del infrascrito. En 
virtud de haber trascurrido dos dias más de los que debia 
disfrutar, lo remitió con el agente municipal á la Inspección 
general de Policía, la que lo puso en la Cárcel de Ciudad para 
ser remitido á su destino. 

Estos son los hechos únicos que puedo referir á vd. por 
vía de informe, advirtiendo que todos los actos puestos de 
parte de este Juzgado, han sido en virtud de los requerimien- 
tos hechos por el de Veracruz, según lo dejo manifestado. 

Libertad en la Constitución. México, Mayo 10 de 1879. 
— J". M, Castellanos. — Una rúbrica. — M juez primero de 
Distrito. — Presente. 
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Anto concediendo traslado al Promotor, 

México, Mayo 10 de 1879. — ^Al C. Promotor para que pi- 
da respecto de la procedencia de este recurso. 

Lo proveyó y firmó el ciudadano juez. Doy fé. — B. Ba- 
mxrez. — Una rúbrica. — Osorno^ secretario. — Una rúbrica. 



Pedimenta del Promotor. 

Ciudadano juez 19 de Distrito. El Promotor fiscal dioe; 
que el GL Mariano Medrano, interpone recurso de ampfiüco 
contra los procedimientos del ciudadano Juez 2? de Didai- 
to, que: lo ha mandado aprehender y remitir á Veracruz, en 
cumplimiento de los exhortes del Juzgado de Distrito de 
aquel Estado, que instruye causa á Medrano por ei delito 
de. peculado. 

El suscrito comprende la gravedad que ofiroce el caso, 
taarto por tratarse del ejercicio de las fecultades más in^)or- 
tantes de los jueces que en cumplimiento de su deber pro- 
ceden á formar los procesos, cuanto porque se trata de mi- 
lifijcar actos de una autoridad igual en jurisdicción 4 la que 
tiene que sustanciar el amparo; esto no obstante, los artícu- 
los 101 y 102 de la Constitución y la ley de 20 de Enero de 
1869, conceden facultad de invalidar en todo tiempo cual- 
quier acto de cualquiera autoridad que se suponga, sin que 
la jurisprudencia, hasta hoy establecida sobre puntos seme- 
jantes al de que se trata, impida la admisión del recurso en 
el presente caso* 
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Esto se entiende sin prejuzgar la cuestión que ne inicia 
en cuanto á su fendo para el fallo, fundado en la cual pro- 
moverá el suscrito lo que corresponda conforme á la ley. 

México, Mayo 10 de 1879. — J. Aleara. — Una rúbrica. 



Auto declarando inadmisible el recurso. 

México, Mayo 13 de 1879. — ^Visto el recurso de amparo 
promovido por D. Mariano Medrano, contra el procedimien- 
to del ciudadano Juez 29 de Distrito de esta ciudad, que en 
virtud de requisitoria del juzgado de Distrito de Veracruz, 
ha reducido á prisión al quejoso para ponerlo á disposición 
del Juez requerente, con objeto de instruirle causa por las 
responsabilidades qne le resultan como pagador del batallón 
núm. 23. Visto el informe de la autoridad ejecutora del acto 
reclamado, el parecer del Promotor fiscal, y 

Considerando: Que á causa de las dificultades que surgi- 
rian de admitirse el recurso de amparo contra los actos y 
resoluciones de los tribunales federales, ha prevalecido la ju- 
risprudencia que niega la procedencia del recurso en tales 
circunstancias. Por este motivo y con fundamento del art. 25 
de la ley dé 20 de Enero de 1869, se declara improcedente 
el recurso interpuesto. 

Hágase saber. 

Lo proveyó y firmó él ciudadano juez. — Doy fé. B. Ror 
mirez. — F, de A. Osorno. — Rúbricas del C. Juez y del Se- 
cretario. 

En 14 del mismo, notificado del precedente auto el Sr. 
Mariano Medrano, dijo lo oye, y firmó. — Doy fé. Mariano 
F. Medrano. — -Una rúbrica. — F. Montes de Oca. — Una ni- 
brica. 
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El ciudadano Promotor queda enterado. México, Mayo 14 
de 1879. — Algara. — Una rúbrica. — Montes de Oca, — Una 
rúbrica. 



Acta del ¡39 de Setiembre de 1879. 

Asistieron los ciudadanos Presidente Vallarta, Ministros: 
Montes, Ogazon, Alas, Martínez de Castro, Bautista, Váz- 
quez, Avila, Guzman, y Fiscal. 

Faltaron previo aviso, los ciudadanos Ministros Altami- 
rano y Saldaña; y por enfermedad, el ciudadano Ministra 
Blanco. 

Aprobada la anterior se dio cuenta de lo siguiente: 

El secretario González Ángulo, hizo relación del amparo 
promovido por Mariano Medrano: dio cuenta con los ante- 
cedentes, que son las piezas que obran en el juicio promo- 
vido por Luis Escobar. Comenzó luego la discusión usando 
de la palabra el ciudadano Presidente, quien leyó un discur- 
so para fundar su voto: luego hicieron uso de la palabra íos 
ciudadanos Ministros Martínez de Castro, Alas, Bautista, y 
Vázquez; el primero se adhirió á los fundamentos expuestos 
por el ciudadano Presidente, sobre que no cabe el amparo 
contra actos de la Suprema Corte en Tribunal pleno, ni con- 
tra los de las salas de la misma Corte; pero sí contra los 
magistrados de circuito y jueces de Distrito: el segundo re- 
produjo los fundamentos de su voto particular emitido como 
miembro de la comisión nombrad^, en el juicio de Luis Es- 
cobar. El C. Bautista rectificó su voto en el juicio de Esco- 
bar, diciendo: que no está por el amparo contra actos de la 
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Suprema Corte y de sus salas, y el Sr. Vázquez reprodujo 
eus razonamientos expuestos en el dictamen de dicha comi- 
sión. 

Puesto el auto del juez á votación, fué reprobado por los 
votos de los ciudadanos Fiscal, Guzman, Avila, Vázquez, 
Bautista, Ogazon, y Presidente, votando en favor de dicho 
auto los ciudadanos Alas y Montes. 

Se acordó que se devuelva el juicio para su prosecución 
hasta resolver en definitiva, amparando ó desamparando al 
quejoso. 

Se acordó se publiquen las principales piezas referentes 
á este juicio. 



Dictamen de la comisión especial. 

La comisión dice: que hay varios juicios de amparo pen- 
dientes de despacho, promovidos contra actos ó providencias 
de la justicia federal, y en los cuales unos jueces han ampa- 
rado sin dificultad oyendo el informe del respectivo juez ó 
magistrado, y otros, han negado la entrada al juicio, ó bien 
han desamparado, fundados únicamente en que contra la jus- 
ticia federal no se da amparo, según la práctica observada, 
aun por la Suprema Corte, en varias ejecutorias, y cuya 
práctica ha sido constante y no contradicha, y antes bien res- 
petada hasta por algunos escritores sobre derecho constitu- 
cional. Bien se comprende que aquí no se trata de los jui- 
cies de amparo, porque en estos indudablemente no cabe ese 
recurso, por ser un juicio especialísimo establecido en la 
Constitución y en la ley, para atender al cumplimiento de las 
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garantías, y porque así no Seria posible ningún juicio de am- 
paro, ante el arbitrio poderoso de la suspensión del acto re- 
clamado, y por las otras razones ya conocidas y que han ve- 
nido á formar parte de nuestro derecho constitucional. Hoy 
se trata de saber ¿si cabe amparo céntralos autos y senten- 
cias de la justicia federal, en negocios que no sean de am- 
paro? y en este punto la comisión confiesa que ha tenido al- 
guna dificultad para formar una resolución, no porque sean 
oscuros los fundamentos de ella ó porque vacile sobre el mo- 
do de cumplir exactamente los preceptos constitucionales, 
sino porque tiene que combatir prácticas abusivas, aunque 
respetadas por largo tiempo, y esto siempre presenta alguna 
dificultad, que á vencerla, es preciso huir de ciertas conve- 
niencias y fijarse solo en el principio y en lo que ordena y 
manda la Constitución. 

Los jueces de Distrito, los magistrados de circuito y las 
salas de la Suprema Corte de Justicia, que son las autorida- 
des que intervienen en los negocios de la competencia de la 
justicia federal, en el orden común, no son infalibles; pue- 
den dictar autos ó sentencias que hieran alguna garantía in- 
dividual, y en estos casos no hay razón para excluirlos del 
precepto constitucional, contenido en el art. 101, que dice: 
que cabe el amparo por leyes ó actos de cualquiera autoridad 
que violen las garantías individuales. El precepto es claro 
y terminante y sin excepción, y en los mismos términos lo 
repite la ley de 20 de Enero de 1869; en consecuencia, la 
Corte no puede librar de su observancia á los jueces de Dis- 
trito, á los magistrados de circuito, ni á las salas de la mis- 
ma Corte, porque todas esas autoridades están comprendi- 
das en esos preceptos, y tratándose de negocios del orden 
común, no hay razón para establecer ninguna excepción. 
¿Por qué, pues, el tribunal pleno no se encuentra en igual 
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caso? La razón es obvia y procede de nuestro modo de ser; 
porque ese tribunal no interviene en los negocios de juris- 
dicción contenciosa, del orden común, y porque sus resolu- 
ciones son la última palabra, sin tener un juez superior que 
revise sus sentencias. En los otuos casos no sucede lo mis- 
mo, y por tanto no hay inconveniente en declarar: que pro- 
cede el amparo contra los actos de la justicia federal, en ne- 
gocios que no sean de amparo. Pero se dice: que con esto 
se lastima la categoría de la autoridad, sujetándola á un juez 
de Distrito que es su subalterno. Ante la ley no hay catego- 
rías, esta debe ser una para todos, y cuando la ley de 20 de 
Enero de 1869, establece en su art. 39, que en los juicios 
de amparo es juez de 1?^ iustancia el de Distrito de la de- 
marcación en que se ejecute ó trate de ejecutarse la ley ó 
acto que motive el recurso de amparo, es claro '^que esa ley 
quiso dar un juez competente y armado de suficiente poder 
á toda autoridad que viole las garantías, y ese juez debe res- 
petarse por todos, sin admitirse ningún alegato sobre cate- 
gorías. Esto demanda la justicia, esto pide la ley, y la comi- 
sión no encuentra razones para fundar una excepción que 
. pugnaría abiertamente con el art. 101 de nuestra Constitu- 
ción, 

Un juez de Distrito, un magistrado de circuito, una sala, 
pueden violar una garantía, pueden imponer penas 'inusita- 
das ó prohibidas expresamente en la Constitución, y ¿será 
posible que la Corte permita esto, por razones de convenien- 
cia, por cuestión de categorías? Indudablemente que no, 
porque sobre las conveniencias y las categorías está el art. 
101 constitucional ya citado, y el 13 que no reconoce fueros 
ni privilegios, y esto nada menos importaria la exención dé 
la ley, si excluyésemos de sus preceptos á la justicia federal. 
Además, recuerde la Suprema Corte que los Magistrados no 
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solo hemos protestado el cumplimiento de la Constitución, 
sino también el Plan de Tuxtepec que proclamó Constitu- 
ción neta; pues en concepto de la comisión, es de neta Cons- 
titución el conceder amparo contra la justicia federal, en ne- 
gocios que no sean de amparo, y por estas consideraciones, 
en acatamiento al precepto constitucional, y no obstante las 
prácticas observadas y ejecutorias que hayan tenido lugar, 
propone á la Suprema Corte de Justicia para su aprobación, 
las siguientes proposiciones: 

«1? Cabe amparo contra los autos y sentencias de la jus- 
ticia federal, en negocios que no sean de amparo. 

«2? Esta determinación no comprende al tribunal pleno 
de la Suprema Corte de Justicia.» 

México, Agosto 14 de 1879. — José María BaiUista. — 
Una rúbrica. — Juan M. Vázquez. — Una rúbrica. 



Tolo del Magistrado Yazqnez. 

El Sr. Magistrado Bautista, presentó á esta Suprema Cor- 
te el 14 del corriente, las razones en que estuvo conforme 
la mayoría de la comisión nombrada para estudiar un punto 
de nuestro derecho constitucional; pero, como es natural, 
cada uno de nosotros tuvo razones especiales pa«^ fundar su 
opinión, á mas de la general: estas razones especiales son las 
que contiene el presente escrito, y las presento como el resul- 
tado del estudio hecho, en virtud del mandato que se me hizo 
al comprenderme en la comisión. La Suprema Corte sabe 
bien, y yo comprendo, que el resultado de un estudio como 
el presente, no puede ser acordar una resolución que obligue 
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á los Señores Magistrados, no: el resultado es solamente la 
manifestación de las razones especiales que fundan un voto 
6 una resolución, y además, el testimonio de estimación con 
que los Magistrados ven el encargo que se les confirió por el 
voto público. 

El punto de estudio es este: ¿cabe el recurso de amparo 
contra los procedimientos y fallos de la justicia federal? La 
resolución que se tome en esta cuestión es de gran interés 
en la ciencia del derecho público, y en la práctica de la fe- 
deración; en lo primero porque presenta al derecho público 
nacional comprendido en el espíritu del derecho público en 
general; lo segundo, porque la práctica de la federación trae 
la armonía de las entidades sociales: aquello es la expresión 
de cultura, esto trae por consecuencia la paz. 

Con el temor y respeto que causan tan grandes pensa- 
mientos, paso á manifestar mi opinión. 

Cuando las naciones eran gobernadas por un solo hombre, 
habría torpeza ó habihdad en el mandato, bondad ó maldad 
en la intención, pero no habia ni podia haber contradicción 
ni conflicto, porque un hombre no puede contradecirse á s£ 
mismo; ante la ciencia el resultado era este: unidad de acción^ 
de coloridOy 6 como se dice hablando de testamentos, unidad de 
contexto; mas luego que se dividió el ejercicio del Gobierno 
en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, tres partes que hasta 
hoy están aceptadas como únicas y naturales, fué posible el 
desacuerdo entre los funcionarios de cada una de estas par- 
tes, como es posible entre personas que ponen en práctica 
una ciencia que acaba de nacer como ciencia.* Después, 
cuando la monarquía y la república central se sustituyeron 
con la Federación de Estados libres y soberanos, Estados 
cuyo gobierno se divide á su vez en tres partes, el desacuer- 
do no solo fué posible, sino necesario, como resultado de la 
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actividad de gran número de entidades sociales, de los Po- 
deres en que se dividen estas, y de la imperfección de las 
obras humanas. 

El producto del desacuerdo dicho es, ante la* ciencia, falta 
de unidad, de colorido, de contexto, como se dice en materia 
de testamentos; y ante la sociedad, el choque (no la resis- 
tencia) de cada uno de los centros de actividad; y el resul- 
tado de todo esto, la paralización de la gran máquina que se 
llama Gobierno, y muchas veces la alteración de la paz. 

Los hombres que estudian el derecho por amor á la cien- 
cia, han notado y opinan uniformes, que es necesario crear 
un Poder que en las monarquías constitucionales resuelva los 
conflictos en el sentido del Derecho, y que esta necesidad es 
más urgente en las repúblicas constituidas. A este Poder le 
llaman a Conservadora) unos y ^ Gicbernamentah^ otros. Tam- 
bién han notado que las funciones 'del Poder gubernamental, 
pueden tener lugar en varios casos ó serie de funciones; pues 
d puede haber conflicto entre los diversos Poderes Judiciales 
de las entidades de una Federación, también lo puede haber 
entre los diversos Poderes legislativos y ejecutivos, ó entre 
las entidades federales, ó entre los Poderes de la Union. 
Los autores que tratan esta materia (B. Constant, M. Maca- 
reí, E. D. escritor francés 1845, Ahrens 1876) razonan su 
opinión, opinión que ni siquiera extracto, porque la conocen 
los Señores Magistrados. Pero sí me parece necesario con- 
signar lo siguiente, á pesar de que también lo saben los 
Señores Magistrados, porque es preciso á la hilacion de mi 
razonamiento. 

El ejercicio del gobierno se divide en tres partes que son 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial; estas partes son distintas pe- 
ro no contrarias; diversas pero no opuestas; son de origen 
común, el gobierno; tienen un mismo objeto, la Nación; toda* 
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y cada una de estas partes son iguales entre sí é igualmente 
supremas, porque son partes iguales de un todo, y porque 
en la serie de sus funciones naturales no tienen superior, lle- 
gando el Poder Judicial hasta donde no puede el Ejecutivo, 
la parte ética del Derecho; llegando el Poder Legislativo has- 
ta donde no puede el judicial, la discusión general de las 
leyes; llegando el Poder Ejecutivo hasta [donde no pueden 
llegar supuesta su organización, ni el Poder Legislativo ni el 
Judicial. Cada una de estas partes tiene funciones naturales^ 
que se determinan por sus nombres: el Legislativo solo debe 
hacer leyes; el Judicial solo debe hacer justicia; el Ejecutivo 
solo debe ejecutar. Sin embargo de lo dicho, los publicistas 
manifiestan la necesidad de crear un Poder que conserve la 
unidad de acción, de colorido ó de contexto, ejerciendo las 
funciones consiguientes á este objeto. 

Yo veo que en las repúblicas no existe ese Poder; también 
veo que los Poderes sociales tienen algunas funciones á más 
de las naturales, é infiero que las funciones del Poder guber- 
namental están desempeñadas por uno, por dos ó por los 
tres Poderes en que se divide el ejercicio del gobierno, y de- 
duzco las siguientes consecuencias: 1? Jja^ funciones del Po- 
der gubernamental son independientes de las funciones na- 
turóles de cada uno de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial. 2?^ El todo de las funciones que corresponden al 
Poder gubernamental, puede dividirse para su ejercicio, si 
no existe el Poder gubernamental. 

Con estas consecuencias, y prescindiendo en la presente 
ocasión de la posibilidad de que el Poder gubernamental lle- 
gue á ser despótico, de la conveniencia de que exista ese 
Poder, y de los beneficios que traeria en la práctica que el 
ejercicio de las funciones del Poder gubernamental se divi- 
diera exactamente entre los Poderes Legislativo, Ejecutivo y 
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Judicial; prescindiendo de todo esto, repiío, procuro aplicar 
á nuestro derecho constitucional las doctrinas expuestas, y 
veo en la República Mexicana que la Constitución de 1857, 
que nos rige, encomienda á los Poderes legislativo, ejecutivo 
y judicial, además de sus funciones naturales, otras que son 
muy diversas de hacer leyes, ejecutarlas y decidir cuestiones; 
y de aquí deduzco, que las funciones del Poder que los pu- 
blicistas llaman gubernamental, están divididas entre los tres 
Poderes que componen el Gobierno Federal, y que esto dá 
por final resultado el equilibrio de los Poderes dichos, y la 
no creación del Poder gubernamental. 

El Poder Legislativo, por ejemplo, tiene facultad «para for- 
mar nuevos Estados dentro de los límites de los existen- 
tes» previos ciertos trámites y condiciones. «Para arreglar 
definitivamente los límites de los Estados terminando las di- 
ferencias que entre ellos se susciten, menos cuando esas 
diferencias tengan un carácter contencioso.» «Para dictar 
leyes sobre vías generales de comunicación y sobre postas y 
correos;» en fin, tiene facultad como dice la fracción 30 del 
art. 72: «Para expedir todas las leyes que sean necesarias y 
propias para hacer efectivas las facultades antecedentes y to- 
das las otras concedidas á los Poderes de la Union. » 

Yo no censuro las facultades concedidas, tan solo señalo 
las facultades que no están íntimamente ligadas con el Poder 
Legislativo de una Federación: arreglar los límites de los Es- 
tados y legislar sobre postas y correos, me parece que cor- 
responde, lo primero, á la justicia, y lo segundo á la admi- 
nistración. 

Lo expuesto se refiere á las dos Cámaras que componen 
el Poder Legislativo; pero hay otras cosas que se conceden 
solo á una Cámara, y esas cosas demuestran con evidencia 
que sus actos no son leyes, sino funciones muy distintas; 
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tales son por ejemplo: elegir en su caso Presidente de la 
República, y Magistrados de esta Suprema Corte: calificar 
y decidir las renuncias de los funcionarios dichos: erigirse 
en jurado de acusación respecto de los altos funcionarios, y 
otras que están señaladas á solo la Cámara de Diputados. 
Igual calificación merecen las siguientes facultades que, en- 
tre otras, ejerce solo la Cámara de Senadores, a Ratificar el 
nombramiento que el Presidente de la República haga de 
Ministros, Agentes diplomáticos, Cónsules generales, etc.» 
«Resolver las cuestiones políticas que surjan entre los pode- 
res de un Estado.» «Declarar que es llegado el caso 

de nombrar un gobernador provisional » « Erigirse en 

jurado de sentencia conforme al art. 105 de la Constitución. 
En vista de lo expuesto es natural deducir: que las fun- 
ciones dichas se encomiendan al Poder Legislativo ó á una de 
sus Cámaras como pudieron encomendarse á otro Poder; 
pues no son funciones exclusivas del Poder Legislativo. Si se 
dudara de este aserto, bastará confrontar el art. 105 de la 
Constitución con el 105 reformado, pues aquel dice que esta 
Suprema Corte, sea el jurado de sentencia; y éste, que el 
Senado ejerza aquellas funciones; y para destruir hasta el más 
pequeño escrúpulo será bien consultar el art. 95 de la Cons- 
titución, que dice: «El cargo de individuo de la Suprema 
Corte de Justicia solo es renunciable por causa grave califi- 
cada por el Congreso ; en los recesos de éste la 

calificación se hará por la diputación permanente; » y la frac. 
2?, letra A, del art. 72, que dice ser facultad exclusiva de la 
Cámara de Diputados, «calificar y decidir sobre las renun- 
cias que hagan ó los Magistrados de la Suprema Corte 

de Justicia. » Y no podría haber esta movilidad de funciones 
sin infríngir el art. 60 de la Constitución, si no fueran fun- 
ciones del Poder gubernamental ó conservador, en su caso 
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Para no hacer más largo el presente escrito, me limitaré 
respecto del Poder Ejecutivo á señalar lo siguiente, que no 
está comprendido en la facultad de ejecutar las leyes: «Re- 
cibir Ministros y otros enviados dé las potencias extranje- 
ras. » « Facilitar al Poder Judicial los auxilios que necesite 
para el ejercicio expedito de sus funciones, » son facultades 
del Poder Ejecutivo conforme al art. 85 de la Constitución. 
Respecto de lo primero, no liay duda qiic recibir Ministros y 
dirigir las relaciones diplomáticas está fuera del círculo que 
tiene por objeto cjccidar las leyes. Respecto de lo segundo, 
los Señores Magistrados saben las dificultades que ocurren 
con frecuencia. 

Lo que acabo de exponer acerca de los Poderes Legislati- 
vo y Ejecutivo, me hace creer que esos Poderes ejercen con- 
forme á nuestra Constitución, algunas funciones de las qíie 
los publicistas creen necesarias para conservar la imidad de 
acción^ de colorido ó de contexto. 

Paso á ocuparme del Poder Judicial federal, y en esta ma- 
teria seré más conciso que en las anteriores, tanto porque 
los Señores Magistrados conocen muy bien el desempeño de 
sus funciones, como porque he sido más difuso de lo que pre- 
tendia. 

El objeto de la justicia es dar á cada uno lo que es suyOy 
decidiendo sobre los casos que se le presenten en el ramo 
civil, y castigar á los delincuentes, de oficio ó á petición de 
parte, según sea la materia, en el ramo criminal. La justi- 
cia, en el ramo civil, se practica por respeto al derecho eu 
principio, y en el ramo criminal, por respeto al mismo de^ 
recho, y por conservar el orden social en sus relaciones con 
las verdades legales. Por esto los Señores Magistrados fallau 
un negocio civil aunque estén ciertos y sabedores de la 
muerte ó insolvencia del condenado, y sobresee» en un ne- 
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gocio criminal cuando el acusado ha muerto. Pero el juicio 
de aúiparo no tiene por objeto final dar á cada uno lo que es 
suyo, ni castigar al delincuente; el juicio de amparo tiene por 
objeto que los hombres sean juzgados por las autoridades 
señaladas en la Constitución, autoridades que funcionan se- 
gún creemos, conforme á los últimos datos de la ciencia; por 
consecuencia deduzco: el juicio de -amparo no es objeto de 
la justicia; el juicio de amparo está encomendado á la justi- 
cia federal, como el jurado de acusación está encomendado 
á la Cámara de Diputados; como el jurado de sentencia está 
encomendado á la Cámara de Senadores; como está enco- 
mendado al Ejecutivo recibir Ministros diplomáticos y diri- 
gir las relaciones internacionales; es decir, porque los legis- 
ladores constituyentes creyeron, con razón á mi juicio, que 
las facultades dichas son las que tienen más afinidad con las 
funciones naturales del Poder á que se agregan. 

El objeto directo del juicio de amparo, en su ramo, es con- 
servar incólume la Constitución, y este objeto bien pudo en- 
comendarse, aunque con menos razón, á otro Poder que no 
fuera el Judicial. Si esto es así, como á mi juicio lo es, la 
conservación de la Constitución debe tener lugar no solo res- 
pecto' de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, sino también 
respecto del Poder Judicial; es decir, debe cuidarse que tam- 
bién la justicia federal no infrinja la Constitución; y que si la 
infringe, restituya las cosas al estado que tenian antes de 
la infracción: este es el objeto del juicio de amparo. 

Para fundar mi opinión ó variarla, he consultado otra vez 
la Constitución . y su historia, y encuentro que el art. 101, 
manda que los Tribunales de la Federación resuelvan toda 
controversia que se suscite: 19 Por leyes ó actos de cual- 
quiera autoridad que viole las garantías individuales; y en- 
cuentro que los diputados constituyentes dijeron al discutir 
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el artículo 101 citado, que su intención era que la justicia 
federal fuera el Poder conservador de la Constitución. (His- 
toria por Zarco, pág. 496 y siguientes hasta la 506.) 

Las palabras toda controversia y cualquiera autoridad no 
admiten excepción alguna que no esté escrita en la misma 
Constitución. Y la Constitución no tiene excepción alguna. 
El espíritu de la discusión demuestra que á la Suprema 
Corte se encomendaron expresamente facultades que no son 
exclusivamente judiciales, pues seria redundante é inconve- 
niente por demás, encomendar á la justicia que hiciera justicia. 

Aplicando en este momento las doctrinas indicadas al prin- 
cipio, deduzco: que la justicia federal ejerce algunas facul- 
tades del Poder conservador ó gubernamental, que tiene por 
objeto conservar la Constitución al abrigo de los ataques de 
cualquiera autoridad. 

Mas no se crea que solo la Eepública Mexicana consigna 
en su Constitución y acepta en la práctica, encomendar á los 
Poderes en que se divide el ejercicio del gobierno, otras 
funciones á más de las que le son naturales, no: esta prácti- 
ca es de todas las Repúblicas del continente americano, y 
por esto deduje la segunda consecuencia de las que asenté al 
principio. La Constitución de los Estados-Unidos del Nor- 
te, 1787; la Constitución del Ecuador, 1869 y la Constitu- 
ción de la República Argentina, 1860, y todas las Repúblicas 
comprendidas entre el Norte, el Ecuador y el Sur, y todas 
las Constituciones escritas desde 1787 hasta 1869, aceptan 
igual práctica. Séame permitidp decir de paso, que seria de 
desear que hombres competentes hicieran el estudio debido 
para reducir á principios fijos la repartición de las facultades 
del Poder gubernamental, buscando la afinidad de las fun- 
ciones naturales délos Poderes; pues se nota cierta movili- 
dad inconveniente, como la que he referido al hablar del 
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jurado de sentencia encomendado primero á esta Suprema 
Corte y después al Senado, y de la admisión de la renuncia 
de los Magistrados encomendada primero al Poder Legislati- 
vo, y despu.es soh á la Cámara de Diputados. 

Consignaré por último una razón que para mí es decisiva. 
Es necesario y conveniente distinguir las funciones judicia- 
les en su fin moral y hasta ético, cual es el de dar á cada uno 
lo que es suyo y de castigar á los delincuentes j de las funciones 
que tienen por objeto estudiar el derecho público y hacer 
práctico el derecho constitucional; porque aquellas son inva- 
riables, moralizan y tienen el respeto de todos los hombres; 
y estas están sujetas al estado movible de la ciencia, comba- 
tidas por los que profesan doctrinas contrarias, y es posible 
que varíen; porque las primeras siempre existirán y nunca 
pueden ser odiosas, mientras que las segundas pueden dejar 
de existir y llegar á ser odiosas. Y es de nuestro deber con- 
servar la justicia, y su institución, con todo el brillo que 
ella tiene, dando á cada u/no lo qué es suyo y castigando los 
delitos. 



Voto del Magistrado Alas. 

Desde que es un punto incontrovertible que los Tribuna- 
les federales tienen la competencia suficiente para conocer 
de todas las controversias que se susciten sobre el cumpli- 
miento y apHcacion de. las leyes federales (art. 97, fracción 
1?^ de la Constitución federal), es también incuestionable 
que pueden fijar con sus ejecutorias el derecho público na- 
cional, interpretando la Constitución y leyes federales. (Art. 
28 de la ley de 20 de Enero de 1869.) 
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Ni la Constitución ni las leyes secundarias han podido 
prever todos los casos jmra su cumplimiento y ejecución, y 
hé aquí la necesidad de la interpretación doctrinal y usual, 
en donde predomina el principio del derecho romano. (Ley 
38, tít. 39, lib. 1? del Digesto.) 

No temo que se repita en esta vez contra el sistema lati- 
do de interpretar filosóficamente las leyes, lo que los parti- 
darios del sistema Anglo-^ajon, ó de la interpretación literal, 
han repetido siempre, lo que se les ha contestado hasta el 
festidio: que los Tribunales, fijando el derecho público con 
la interpretación científica, se abrogan facultades legislati- 
vas; yo contestaré simplemente con Mr. Dupin (Lecciones 
sobre las leyes, páginas 145 y 146): que se prohibe y debe 
prohibir á los jueces interpretar las leyes por vía de dispo- 
sición general y reglamentaria; pero que se les permite y 
debe píermitir, la interpretación en detalle, porque es impo- 
sible hacer justicia y llenar las fiínciones de abogado sin in- 
terpretar las leyes y sin procurar descubrir la intención del 
legislador. 

Supuestas estas premisas, tampoco temo que al separarme 
de la letra fría y severa de la ley fundamental, en un caso 
en que esa letra pueda conducirnos al absurdo, yo obre con- 
tra la Constitución, de cuya observancia he sido siempre muy 
celoso, porque diré con el autor citado (pág. 167): (íNon 
videturjudex contra Gonstitwtiones pronuntias$ej si existmaUt 
ccms&mi per eos non j^m-ari,» 

Jamas puede suponerse el absurdo en ^1 legislador (Pa- 
checo, Comt. á la ley 11, de Toro, pág. 169), porque en él 
debe suponerse siempre toda la ilustración y patriotismo dig- 
nos de sus altas funciones; luego siempre que una ley, aun- 
que ? sea la fundamental, nos conduzca al absurdo en su apli- 
cación y cumplimiento prácticos, debemos resolver que el 
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Goso de que se trata está fuera de la filosofía de la ley d es* 
ptiitu del legislador. 

Esta teoría ha sido el fundamento de mi voto siempre que 
ge ha tratado de resolver un recurso de amparo contra tos 
procedimientos de un recurso semejante; porque la aplica- 
ción y cumplimiento de la letra del art. 101 de la Consti- 
tución federal, nos conduciría al absurdo de hacer intermi- 
nable y embrollado el recurso de amparo, quitándole la 
majestad, sencillez y prestigio de que quiso revestirlo ei le- 
gisliador constituyente. 

Aunque de otro género, pero de igual importancia, serian 
los absurdos que resultarían de otorgar el amparo contra ló& 
actos de los Tríbunales federales, en que se violasen las ga- 
rantías reconocidas al individuo en el acta de los derechos 
del hombre con que da príncipio la Carta federal 

Pero antes de detallarlos y analizarlos, fijemos la n£rf;ura- 
teza del Poder Judicial de la Federación. 

Este poder, en lo meramente político, es uno de los tre» 
en que se divide la soberanía. (Art. 50 de la Constitución.) 

En el ejercicio de sus ftmciones es el establecimiento dé 
«na jurísdiccion en su último resorte (Story, Comt. sobre 
la Cbnstítucion de los Estados- Unidos, tomo 29, núm. 868;) 
Este poder no reconoce superior que revise sus actos; con- 
tara sus resoluciones, en última instancia, no hay máe recur- 
so que el de responsabilidad. . 

Y fijese la atención en que he dicho en última instancia, 
porque el Poder Judicial de la Federación tiene un orden 
gerárquico en que hay superiores é inferiores que no consti- 
Imyen en ningún caso tribunales superiores, sino partes de 
un solo y único poder. 

Hé aquí por qué se ha dicho en el art. 90 de la Constitu- 
ción, que el Poder Judicial se deposita en una Corte Suprema 
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de Justicia y. en los Tribunales de Distrito y de Circuito, y 
por qué en el art. 100 se dispone que habrá graduación en 
las instancias, siendo el Tribunal de la última la Suprema 
Corte de Justicia; luego en ningún caso podemos suponer 
que se perturbe el orden y que un juez inferior pueda revi- 
sar las sentencias del superior, ni menos podemos afirmar 
que un Juez de Distrito sea en algún caso Juez de un Magis- 
trado ó Tribunal de Circuito, ni uno de estos juez ó Tribu- 
nal de la Suprema Corte. 

Si este desorden se verificara, resultaria que ascendiendo 
y descendiendo, el Poder Judicial se juzgaba á sí mismo, á 
falta de otro poder diverso que revisara sus actos, y este ab- 
surdo bien considerado, significaria que un Tribunal podria 
ser juez y parte á un mismo tiempo, dislate que han recha- 
zado las legislaciones de todos los países civilizados y que 
repugna hasta el sentido común. 

Entremos en pormenores prácticos, para hacer resaltar 
más el absurdo. 

Supongamos que el amparo se pide contra un acuerdo de 
la Suprema Corte. ¿No es claro que se subordina toda la 
Suprema Corte á un Juez de Distrito, último en la escala 
judicial? ¿No es evidente que un acto jurídico que ya no 
tiene ni puede tener revisión, se revisa de hecho por un in- 
ferior? ¿Y la revisión del inferior causa ejecutoria, ó es á 
su vez revisable? Si lo primero, se infringe el espíritu del 
art. 100 de la Constitución, que ha querido haya graduación 
en el conocimiento de los negocios, y se otorga una atribu- 
ción á los jueces de Distrito que no les concede ley alguna. 
Si el fallo de estos jueces es revisable, el único Tribunal 
revisor es y debe ser la Corte Suprema, conforme á lo pre- 
venido en los artículos 13 y 15 de la ley de 20 de Enero de 
1869. 
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Hé aquí, entonces, á la Suprema Corte siendo juez y par- 
te, y decidiendo sobre la justicia de sus propios actos. 

Supongamos que por la ley fuera el juez revisor el Ma- 
gistrado^ de Circuito, y que su fallo fuera inapelable; tendría- 
mos entonces que tribunales inferiores decidían, sobre la 
inconstitucionalidad de un acto judicial de la Suprema Cor- 
te, estableciendo la verdad jurídica de la cosa juzgada, y 
constituyendo el fundamento de una grave responsabilidad 
para el superior en masa. 

4N0 es esto introducir el desorden, humillar y despresti- 
giar al superior por un fallo de sus inferiores? 4N0 es rela- 
jar el principio de autoridad, único que sostiene el orden 
en la organización de los tribunales? ¿No seria este proce- 
dimiento el golpe de gracia para un tribunal elegido por el 
pueblo, contra el cual podrian ejercerse venganzas j^r los 
inferiores, ó intrigas del Poder Ejecutivo, que pudiera influir 
en el ánimo de jueces y tribunales, para descartarse de Ma- 
gistrados superiores que no fueran sus partidarios ó amigos? 

La respuesta afirmativa á mis preguntas salta á los ojos 
y me dispensa de mayor análisis. 

Supongamos que se pide amparo contra un auto, decreto 
6 sentencia de un Magistrado de Circuito. Entonces se subal- 
terna éste á su inferior el Juez de Distrito; se le humilla y 
desprestigia, quitándole la majestad de superior, necesaria 
para el orden y disciplina de la organización de los tribuna- 
les; y hay además otros dislates dignos de tomarse en cuenta. 

¿De qué se trata? ¿De un acto ó sentencia de revisión? 
Entonces el Juez de Distrito, autor del auto revisado, revi- 
sa á su vez el del superior que revisó el suyo. 

¿Y es y debe ser tolerable que el superior revise primero 
el acto judicial de su inferior, y que éste revise en seguida el 
de su superior? 
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¿Se trata de un fallOy auto ó decreto en asuntos en que 
conoce d Magistrado de Circuito ea primera instancia t ¿de 
xmsL causa de responsabilidad por delitos oÉEciales, por ejem- 
plo, de un Juea de Distrito t Si esto se supone, aunque d 
personal del Juegado sea diverso, la personalidad moral es 
la misma; y testemos á un Juzgado de Distrito revisando ju^- 
dicialnaeBtte actos suyos judiciales sujetos á su juea nato y 
eompefc^ifce. 

Si el Juzgado de Distrito que conoce del ampaa:^ es di- 
verso del Juzgado que servia el juez responsable, fuera del 
desorden de sujetar al superior á una jurisdicción inferior, 
hay el inconv^eaite de que afectado el interés común de los 
jueces inferiores, el Juez de Dilato sea parcial en fiívor de 
wa colega, y en odio al superior, míes que defensor celoso é 
kapaiftial de la justícia 

Vengamos al caso de que el amparo se pida contra actos 
de un Juez de Distrito, ¿Quién conoce entonces del ampa- 
ro! ¿Será acaso un juez suplente? Si eso se contesta, yo 
diré que contra el orden establecido en todos los paises^ del 
mundo, se revisan los actos de un juez por uno igual en ca- 
teoría, y no por un superior; que es dar por tierra oon el 
prestigio del juez propietaria y establecer en p^uic^o de loa 
intereses públicos, un antagonismo lamentable entre jueces, 
propietarios y suplentes, constituyendo á estos en espías ó 
fiscales de aqudlos. 

No es posible que el l^islador constituyente haya querido 
introducir tanto desorden y tanto desprestigio en el Poder 
Judicial de la Federación, único en el mundo en que se diera 
la funesta espectativa, no solo de que se revisaran lo» actos 
judiciales de igual á igual, sino de inferior á superior. 

El espíritu que se revela en la discusión del art 101 de la» 
Constitución, en las sesiones de los dias 28, 29 y 30 de Oor 
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tabre de 1856 (Historiare Ztóco, págs. de la 406 á 511), 
es que el Poder Judicial de k Federación fuera el conserva- 
dor -qiue salvase la Constitución. y las garantías individuales, 
en contra de los abusos de los funcionarios de los otros Po- 
deres. Se temió que el Judicial abusara á su vez ; pero nunca 
se pensó ni por lo@ defensores ni «por los impugnadores del 
latíeúió, en el absurdo de que el Poder Judicial se juagase é 
sí mismo. Fué, sin duda, porque estaba en la conciencia de 
los constituyentes que contra los abusos de jueces y magis- 
imém quedaba el recurso de responsabilidad. 

El PodOT Judicial de la Federación se considera respecto 
de los individuos y de los demás Poderes de la Union, ccono 
el únito y último término de la jurisdicción federal. Es el 
último resorte de ella; nadie ha pensado en crear otro tribu- 
nal ú otro Poder á quien subordinar al Judicial, y que fuese 
el revisor de sus actos, porque en todas las instituciones hu- 
manas debe haber un término, un punto final del que ya no 
pueda pasarse, sin tocar el absurdo. 

El nuevo Tribunal ó Poder podia violar á su vez las ga- 
rantías individuales; y seria necesario inventao: bástalo infí- 
láto Poderes y Tribundes revisores, cosa imposible de ve- 
rificarse. 

Todo el argumento ^ue se opone en fevor del amtparo 
oantra los actos de los jueces y tribunales federales, se tqp^ 
ya 6n las palabras: «actos de cualquiera autoridad, d de que 
usa elart. 101; pero está revelada la excepción, con el hecko 
de establecerse una organización gerárquica en el Poder Jit- 
^ticíal, en los artículos 90, 98, 99 y 100 de la misma ley 
fandamental. La gerarquía se estableció para el orden, y el 
^rden es la salvaguardia de kt libertad y de los intereses pá- 
lllicos é individuales. 

Una de dos, ó se viola la letra estricta del artículo 101, 
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exceptuando á las autoridades federales; ó se viola la letra 
y el espíritu del art. 100, y sus relativos, destruyendo la or- 
ganización gerárquica del Poder Judicial. Lo segundo intro- 
duce el desorden, la inmoralidad, el desprestigio de la auto- 
ridad federal, á quien la Constitución ha querido dar toda la 
importancia de conservadora de las libertades públicas; lo 
primero no produce un mal irremediable, porque se tienen 
los recursos de apelación, súplica, nulidad y responsabilidad 
contra los funcionarios que faltan á sus deberes. 

Cuando los artículos de una ley son inconciliables, por su 
letra, se concuerdan atendiendo al espíritu del legislador, á 
la filosofía en que la ley se funda; y esa filosofía en el caso 
presente, nos está indicando con claridad, qtie para la con- 
ciliación de los artículos 100 y 101 de la Constitución, es 
necesario establecer, en los casos ocurrentes, la jurispruden- 
cia, de que está exceptuada en el artículo 101 la autoridad 
judicial federal. 

Son de tanto peso sin duda las razones expuestas, que el 
Ejecutivo, en su iniciativa del 5 de Octubre de 1877; la Cá- 
mara de Diputados en su proyecto de 25 de Abril de 1878, 
y las comisiones unidas de justicia y puntos constitucionales 
de la Cámara de Senadores, en su dictamen del 14 de Ma- 
yo de 1878, establecen el principio de que no procede el 
amparo contra cualquiera sentencia de la Suprema Corte, en 
los casos de su competencia; luego hay una conciencia esta- 
blecida en este punto, para constituir una excepción en el 
art. 101. 

Mi opinión es, que solo el legislador constituyente á que 
se refiere el art. 127 de la Constitución podia dar una in- 
terpretación auténtica; pero que mientras ella no venga, los 
tribunales federales están en su derecho para ir fijando la 
jurisprudencia y declarar en cada caso, que no procede el 



Digitized by LjOOQ IC 



31 

recurso de amparo contra los actos de las autoridades fe- 
derales. 

Yá la Suprepaa Corte lo declaró así en sus ejecutorias de 
3 y 6 de Noviembre de 1874, y cuando no se alegan otras 
razones para poder variar de opinión, la Suprema Corte ha- 
rá bien en seguir la misma jurisprudencia. 

Por estas consideraciones, mi voto particular en el ampa- 
ro que revisa ahora la Corte, queda formidado en esta pro- 
posición: 

«Se declara improcedente el recurso de amparo promo- 
vido por Luis H. Escobar, contra la sentencia del Juez de 
Distrito de Sonora, Lie. Domingo Elias González, que apli- 
có la pena de confiscación á una lancha de la propiedad del 
quejoso, por no ser admisible el recurso de amparo, contra 
las resoluciones de la jurisdicción federal, y porque así lo ha 
declarado ya esta Corte Suprema en sus fallos de 3 y 6 de 
Noviembre de 1874, publicados en la obra del Sr. Lie. Lo- 
zano, Tratado de los derechos del hombre, núm. 356, pág. 
444; y en el Semanario Judicial, tomo 6?, págs. 900 y 908.» 



Voto del Presidente Vallarta. 

El negocio con que se acaba de dar cuenta, formula ne- 
tamente esta importante cuestión: ¿es procedente el recurso 
de amparo contra los actos de los jueces federales"? Y la 
Corte tiene el deber de afrontar y resolver esa cuestión á 
pesar de las dificultades que la rodean, para fijar de una vez 
la jurisprudencia constitucional sobre este punto. Yo que 
conozco no solo esas dificultades, sino los precedentes con- 
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tradictorios que anteriores ejecutorias han establecido, he 
agotado mis esfuerzos en el estudio de esta materia, y ven- 
ge ahora á exponer mi opinión con los fundamentos que la 
apoyan. 

Antes, sin embargo, de tocar esa cuestión, paréceme no 
solo conveniente, sino necesario, ocuparme de otra que aun- 
que de poca importancia comparada con aquella, tiene hoy 
y en este caso, indisputable interés ^e actualidad. El Juez 
19 de Distrito de esta capital, sin sustanciar más que el artí- 
culo sobre si es admisible el recurso contra actos de los jue- 
ces federales, ha desechado el amparo que el tribunal tiene 
á la vista. No lo hizo aaí el Juez de Distrito de Sonora em 
el amparo pedido por D. Luis Escobar y de que hace poco 
se ocupó la Corte, sino que después de seguir el juicio por 
todos sus trámites, pronunció lo que llamó sentencia definí* 
tiva, follando que este recurso no ee da contra las resolucio- 
nes de los jueces federales. ¿<5uién de estos dos jueces h* 
gustado fius procedimientos á la ley? ¿Cuál de esas dos prác- 
ticas ^contrarias es la legal? Es necesario examinarlo, porque 
el extravío en el procedimiento puede conducir á graves 
errores en la resolución de las cuestiones constitucionales. 

Dice el art. 25 de la ley de 20 de Enero de 1869, que 
cees causa de responsabilidad la admisión ó no admisión del 
recurso de amparo, » y basta fijar la atención en este precepto 
para comprender que incurre en responsabilidad el juez que 
dá entrada y sustancia un recurso que no debe admitirse. 
Amparos pedidos contra particulares y no ccmtra autorida- 
des, pedidos contra actos que notoriamente no caen bajo A 
dominio de la Constitución, pedidos sin las fórmulas y solem- 
nidades que la ley exige, amparos de esa dase no son admi- 
sibles y no deben sustanciarse. Esto previene el texto Ic^ 
que acsho de citar. 
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En los recursos de amparo, lo mismo que en los juicios 
comunes, hay ciertas cuestiones incidentales que deben re- 
solverse antes que el punto principal, ciertos artículos de pre- 
vio y especial pronunciamiento^ diré usando del lenguaje fo- 
rense, que no pueden fallarse en uno con la cuestión cardi- 
nal del pleito, sin introducir el más completo desorden en el 
procedimiento. Lo que se dijera de un juez de lo civil que 
reservara para su fallo definitivo, resolver un artículo sobre 
persíHiería de algunos de los litigantes, eso mismo se debe 
decir del Juez de Distrito que dejara para la sentencia defi- 
nitiva resolver el punto previo, perjudicial, sobre si es admi- 
sible el amparo que se pide. 

Y que es previo ese punto de admisión ó no admisión 
del recurso, es asunto que no solo lo define la ley, sino que lo 
exige la naturaleza de las cosas. Si se ha de decretar la no 
admifiion del amparo, 4 a qué fin recibir pruebas y oir alega- 
tes? Si se ha de resolver que ese recurso no cabe contra los 
jueces federales, ¿qué objeto tiene examinar si uno de esos 
jueces ha violado una garantía individual? ¿Para qué se si- 
guen todos los trámites del juicio y se pronuncia sentencia 
defiínitiva, cuando una interlocutoria resolviendo un artículo, 
debe cerrar la puerta á todo procedimiento idterior, mientras 
esa interlocutoria no sea revocada por quien corresponde? 
Si el recurso no debe admitirse, ¿por qué se admite contra l;a 
prevención del art. 25 de la ley de 20 de Enero? 

Estas sencillas observaciones, prueban que el Juez 19 de 
Distrito ha ajustado sus procedimientos á la ley, y que no 
lo ha hecho así el Juez de Sbhora. Y debo advertir que ni 
siquiera hablaría hoy de lo relativo á procedimientos, si los 
seguidos por este Juez no hubieran sido parte, y grande, á 
embrollar una cuestión constitucional, difícil de suyo, en lo 
i|ue llamó su sentencia definitiva- Lo ocurrido en el amparo 
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de Guaymas, es la mejor prueba de los errores á que puede 
dar lugar el extravío en el procedimiento Y yo que pre- 
tendo descartar de la cuestión que va á ocuparme las difi- 
cultades que cria un procedimiento equivocado, necesitaba 
comenzar por decir dos palabras sobre este punto, antes de 
afrontar esa cuestión. Por lo demás, no puedo menos que fe- 
licitarme de que en el caso que se discute, venga esa cues- 
tión libre y exenta de aquellos embrollos, para que así se la 
pueda considerar y resolver sin más preocupación que la que 
sus propias dificultades causan. Sin más dilación paso ya á 
encargarme de su análisis. 

¿Es admisible el amparo contra los actos de los tribuna- 
les federales? Dos opiniones extremas, dos escuelas entera- 
mente contrarias responden á esa pregunta en encontrados 
sentidos. Una de esas escuelas cree que el amparo no pue- 
de caber contra los actos de los jueces de Distrito, ni de los 
magistrados de Circuito, ni mucho menos contra los de la 
Suprema Corte, mientras que la otra sostiene la teoría, con 
limitadas excepciones, de que ese recurso es procedente 
contra los actos del Poder Judicial federal. 

Después de examinar atentamente las razones en que esas 
opiniones se fundan, he tenido el sentimiento de separarme 
de ambas, porque creo que la verdad constitucional está en 
el justo medio entre esos extremos. 

Antes de afirmar esta opinión mia, debo decir que las dos 
escuelas de que he hablado, están de acuerdo en confesar 
que el amparo no cabe en los juicios de amparo; y los argu- 
mentos que, para probarlo, aducen, son de tal modo convin- 
centes, que excluyen hasta la sombra de la duda. Si bien el 
art. 101 de la Constitución, dicen, no consagra literalmente 
esta excepción, admitirla es forzoso, si ese texto no ha de 
entenderse en un sentido que se ponga en contradicción con 
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los fines mismos del legislador constituyente, si ese texto no 
ha de llegar en la generalidad de su precepto hasta el ab- 
surdo. Porque «i un amparo cupiera dentro de otro amparo sin 
límite alguno, en la progresión infinita, en la generación 
sin termino de ese recurso, iriamos á parar al inaceptable 
absurdo de que la ley fundamental estableció el amparo, no 
para proteger los derechos del hombre, sino para negar la ad- 
ministración de justicia; no para mantener inviolable la Cons- 
titución, sino para hacer imposible una ejecutoria que re- 
suelva las cuestiones constitucionales. Ante esas inevitables 
consecuencias de la inteligencia literal del artículo 101 cita- 
do, hay que retroceder forzosamente reconociendo la nece- 
sidad de su interpretación racional restrictiva: ante la fuerza 
de esta argumentación áb absurdo, hay que confesar que no 
cabe el amparo en los juicios de amparo. 

Sobre este punto no hay, pues, contradicción ni disputa; 
pero dando un paso más en el examen de la cuestión que 
me ocupa, comienza desde luego la diferencia de opiniones. 
¿Puede constitucionalmente admitirse el recurso de amparo 
contra tos actos de la Corte, funcionando ora en Tribunal 
Pleno, ora en Salas? En mi sentir por lo que á este punto 
toca, debe seguirse la teoría que responde negativamente á 
esa pregunta. Daré las razones de esta mi opinión. 

Una ejecutoria, en verdad notable, la de 6 de Noviembre 
de 1874 y ejecutoria que consagró la opinión extrema de que 
en ningún caso cabe el amparo contra el Poder Judicial fe- 
deral, presenta las siguientes incontestables consideraciones 
para fundar el concepto de que no es procedente ese recur- 
so contra los actos de la Suprema Corte: «Correspondiendo 

á esta revisar las sentencias de los jueces de Distrito 

para aprobarlas, revocarlas ó modificarlas, Uegaria, cuando se 
tratara de sus propios actos reclamados, á revisar á su vez 
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la calificación y resolución que sobre ellos hiübiera recaído 
en los Juzgados de Distrito, privados de esa manera de Ja 

libertad necesaria para semejantes actos y conociende 

así los tribunales de la Federación de sus propios actos re- 
damados, vendri^i á ser en realidad jueces y partes en tía 
mismo negocio, lo cual repugna á los principios más elemai- 
tales del derecho y aun al simple sentido común. » ^ 

El art. 12 de la iniciativa del Ejecutivo de 1? de Octubre 
de 1877 sobre amparos, decia esto: ce No .procederá este re- 
curso contra los actos ó resoluciones de los tribunales y ji^a- 
ces federales en los juicios de amparo, » y encargándose laa 
comisiones unidas de puntos constitucionales y de justicia, 
de e^e artículo, decian esto en su dictamen: <cM art. 12 de 
la iniciativa establece, que no procede el recurso contra lo© 
actos ó resoluciones de los tribunales y jueces federales en 
los juicios de amparo. Las comisiones añaden en su proyec- 
to, «ni contra loe de la Suprema Corte de Justicia en asun- 
tos de su co(m|)^encia.» Esta adición es indispensable, pw- 
que^in ella se ei^nderia que tambi^a cabe el recurso contra 
los actos ó resoluciones de la Suprema Corte, con^/tal que 
no hayan sido ejercidos aquellos ó dictadas éstas en un juicio 
de amparo, y iei sistema no es admisible en concepto de la$ 
comisiones. Si contra la Corte procede también el m^fsmi^ 
¿ante quién se interpondrá el recurso, y quién conocei^ en 
la segunda instanx^ia? No puede ser la misma Corte, porque 
vendría á judiar de sus presos actos. Ni podría establecer- 
se para estos ^^asos otro tribunal supremo sobre ^ stiptEe- 
mo, porque este nuevo tribunal exigirla otro sobre él y bsí 
hai^ el infinito.^ 

Estas razoBes merecen todos mis respetes y satis&cen por 

1 Semanario Judicial, tom. 6?, segunda época, p&g. 909. 
' 2 Diarlo de loe Debates del 8? €k>ngre»o, tom. 2?, p&g, 23. 
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completo los escrápulos que de k inteligencia literal del art. 
tOl de k Constitución, pudieran surgir para extender el am- 
paro hasta los actos de la Gorte. Sobre esta no hay, según 
el Código fiítidamental, otro tribunal que revea sus resolu- 
ciones: ella es el supremo y final intérprete de la Constitu- 
ción, y su palabra es la última palabra que en materias cons- 
titucionales pueck pronunciarse. El mero silencio de esa ley 
al no estetblecer otro tribunal que revise los actos de k Cor* 
te en caso alguno, constituye el argumento más poderoso de 
interpreteicion de los íextos constitucionales para afirmar que 
ninguno de lios actos de la Corte está sujeto á la revisión del 
amparo, porque como dice con mucha razón Story, tratando 
eerta materia por lo relativo á la Suprema Corte de los Esta- 
dos-Unidos, «si esos actos fueran revisables, solo lo serian 
de la manera determinada en la Constitución, y esta no ha 
estableció tal modo de revisión. El Congreso tiene plenas 
&cultades para arreglar el ejercicio de las atribuciones dé la 
Cbrte, en casos de apelación de los tribunales inferiores. . . . 
pero no está; indicada siquiera la manera en que algún tri- 
bunal supremo pudiera rever lo que la Suprema Corte ha 
decidido. » * Y estas observaciones del comentador americano 
son tanto más apremiantes en la presente cuestión, cuanto 
que según hemos visto, nada contradice más los fines del 
constituyente al establecer el amparo, que llegar al absurdo 
de que en k generación infinita de ese recurso, se acabase 
k administración de justicia, de que se estableciesen tantos 

1 ...... «'niejQdg^neQtof thejudldalpower ofthe United Stfttes beoc^med 

ipso /acto conclosive between the parties before it^ in respeet to the poluta 
decided, unless some mode be pointed out by the Oonstitution in.which that 
Jil^ement may be revised. No suoh mode íh pointed out. Congresa ifl vébted 
with ampie authority to provlde for the exercise by the Supremo Court of 

appelate jorladiGÜon ftoxn the deoislons of aU inferior tribunals ; bnt no 

mede is provided by which any superior Tribunal can reexamine what the 
Supremo Court has Itself deeided. » Story. Com. on Const. núm. 377. 
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tribunales supremos sobre la Corte y sobre ellos, respectiva- 
mente, para irse revisando sus actos, cuantos fuesen los in- 
contables amparos que contra cada uno de ellos se fueran 
pidiendo. No es posible entender y aceptar así el texto cons- 
titucional. 

Pero hay más aún: sobre los absurdos indicados en la eje- 
cutoria de 6 de Noviembre, de que he hablado, de hacer á 
los Magistrados de la Corte, jueces y partes en los amparos 
sobre sus actos reclamados, de privar á los jueces de Dis- 
trito de toda independencia para conocer de esos amparos^ 
sobre esos absurdos, digo, viene otro que choca aun más con 
los principios más elementales del derecho, el de obligar á lo» 
Magistrados que han externado su opinión, á volver á fitUar 
en el mismo negocio de que conocieron. En todos los nego- 
cios resueltos por el Tribunal Pleno, en aquellos en que la 
Corte por medio de sus Salas conoce desde su primera ins- 
tancia, en muchos en que la apelación es ya de competencia 
de este Tribunal, y aun en algunos de los que vienen sola- 
mente en súplica, ó no habria Magistrados expeditos para 
conocer de los amparos sobre esos negocios, porque hablan 
extemado su opinión, ó á pesar de tal inconveniente tendrían 
que volver á fallar en el aniparo. Elíjase el extremo que se 
quiera de esa apremiante disyuntiva: el prímero conduce á 
la negación de la administración de justicia, porque en la hi- 
pótesis que vengo considerando, no habria tribunal alguno 
que resolviese el amparo; y el segundo subvierte de tal mo- 
do las nociones más vulgares sobre la imparcialidad de los 
.jueces, que nadie podría aceptarlo como medio de escapar 
del peso de aquel dilema. 

Es de oportunidad en este lugar decir por qué no acepte 
tampoco la opinión de que se admita el amparo contra loa 
actos de la Corte, siempre que queden Magistrados expedi- 
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tos para conocer de él; que no se admita contra las resolu- 
ciones del Tribunal Pleno, ni contra los fallos en que las tres 
Salas han intervenido; pero que, sí, se acepte contra las de- 
terminaciones de una ó aun de dos Salas, cuando iel número 
de Magistrados que no hayan tomado parte en esas determi- 
naciones, constituya el quorum de la Corte que pueda juzgar 
del amparo. No acepto esta opinión, digo, porque además 
de las razones constitucionales que he expuesto y que obran 
contra ella, serian las eventualidades del azar y no los prin- 
cipios fijos los que en tales casos vendrían á decidir sobre la 
admisión ó inadmisión del amparo, y nunca la suerte, el aca- 
so pueden invocarse como regla en la administración de jus- 
ticia. El mayor ó menor número de Magistrados en ejerci- 
cio, la enfermedad, la licencia, la excusa de uno, la muerte 
ó renuncia del otro, bastarían para desechar un amparo, ad- 
mitido en el concepto de que habia quorum para fallarlo. No, 
los principios de la justicia no pueden así subordinarse á los 
caprichos del destino. 

Estas consideraciones graves, incontestables, deciden mi 
opinión á pronunciarse en contra del amparo contra actos de 
la Corte, íuncionando ya como Tribunal Pleno ó ya en Salas. 
No es, pues, el espíritu de cuerpo, ni el deseo de ensanchar 
las prerogativas de que goza el Tribunal á que tengo la honra 
de pertenecer, el fundamento de esa opinión, sino la interpre- 
tación restrictiva del art. 101 de la Constitución, sostenida por 
las razones que acabo de exponer. Por lo demás, aquel cargo 
no puede formularse contra mí, porque en repetidas ocasiones 
he estado negando á la Corte ciertas facultades que ha recla- 
mado desde otra época como suyas; como la de desconocer 
autoridades locales ó federales, por la incompetencia de orí- 
geny como la de revisar los fallos de los jueces comunes para 
averiguar si aplican exactumente la ley eivilj etc., etc. 
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El estudio que he hecho de la cuestíon que me ocupa, n o 
me permite seguir más adelante á la escuela que niega el 
amparo contra los actos de la justicia federal; porque creo 
que fuera de las dos excepciones que he tratado de fundar, 
á saber: que el amparo no se da primero, en juicios de am^ 
paro, y segundo contra los actos de la Suprema Corte en 
asuntos de su competencia, ese recurso es procedente con- 
tra los jueces federales; esto es, contra los fallos y resolucio- 
nes de los Jueces de Distrito y Magistrados de Circuito, en 
los casos de amparo según nuestra jurisprudencia constitu- 
cional. En este punto me separo, pues, de la escuela que 
hasta, aquí he defendido, para seguir las teorías de la que le 
es contraria. Siento el deber de fundar este mi modo de ver 
la cuestión, y voy á cumplirlo. 

El texto del art. 101 de la Constitución es terminante: él' 
concede el amparo contra «los actos de cualquiera a^utúridad; 
que violen las garantías individuales, » y como los Jueces de 
Distrito y Magistrados de Circuito así lo pueden hacer por 
desgracia, y como las razones de las dos excepciones esta- 
blecidas para limitar la inteligencia de ese texto, no militan 
ni se pueden invocar tratándose de esos funcionarios judi- 
ciales, creo que el repetido texto se debe entender por lo 
relativo á estos en un sentido más amplio y liberal, que co- 
mo lo interpretan los que niegan el amparo en esos casos; 
Los^que'esto hacen, no desconocen, sin embargo, que los 
Jueces de Distrito y Magistrados de Circuito pueden violar 
las garantías; sino que dicen que cuando así suceda, «queda 
siempre subsistente el recurso de exigirles la responsabili- 
dad en que hubieren incurrido, cambiándose así mas bien en 
la forma que en la sustancia el amparo constitucional. ^ Yo no 
acepto esta teoría, porque según sus principios, sus conse- 

1 Ejecutoria^de 6 de Noviembre citada. Semanario Judicial, loe. cit. 
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cuencias loicas ■ serian . qw « no es^ admisible dL ampare ^d^, 
negocios judiciales^» ó lo que es lo mismo, que los arts*; 13^, 
14, aplicado en su parte primera á los negocios oiviles y- 
criminales, y en la segunda á solo los crimicialetíj 17,18^. 
19, 20, y todos aquellos que hablaaa solo con loe jueces, por- 
que solo los jueces pueden violar las garantías qu^ consiga 
nan, que esos artículos, digo, son cuando menos inútiles e^^ 
la Constitución, puesto que la responsabilidad del juez aser 
gura que no se infringirán. No, el acusado á quien se de^ 
tiene más de tres dias sin auto motivado de prisión, el que. 
ei^ juzgado por ley especial, el que es condenado indebidar 
mente á la pena de azotes ó de confiscación, ó al tormen- 
to, ó la misma muerte, no solo tiene el recurso de respon- 
sabilidad contra el juez, sino el pronto, eficaz del ampa- 
ro aun para hacer suspender el acto reclamado^ cuando su 
o^sumacion es irreparable: no, no se puede privaar de e^tej 
recurso al acusado para solo dejarle el generalmente estéril . 
de responsabilidad. Creo por esto que es del todo anticonjs- 
titueionalla doctrina que niega al procesado por un Juez dei 
Distrito, el amparo cuando él fuera condenado á muerte, 
aplicándole ó pretendiendo que se le aplicaran por ejempjo, 
los arts. 5?, 6? y 54, de la ley de Diciembre de 1856. 

Píira dejar mi opinión sobre este punto bien depiostradf^, 
deberia probar que las razones por las que juzgo improc^-;. 
dente el amparo, en los juicios de amparo y contra los eunifl^^ 
de la Corte, no son, no pueden ser extensivas á los casos dei 
an^paro contra Jueces de Distrito y Magistrados de Circuito; 
p^o e^^ prueba está ya hecha con la exposición misnia;de 
esa», razonen, y volver sobre esta materia seria incurrir eu. 
repjejbiciones. Léase de nuevo lo que acerca de esto he dicho,, 
y respóndale después con franqueza, si concediendo el am- 
psirp coQtca, los aíjtos délos Juee§s de. Distrito y Magi^tíft-; 
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dos de Circuito, se tropieza con alguno de los absurdos que 
antes he señalado, á saber: si la administración de justicia 
se imposibilita, si se despoja á la Corte de su prerogativa de 
último intérprete de la Constitución, si los jueces asumen 
también el carácter de partes, etc., etc. Forzosamente hay 
que convenir en que nada de eso sucederá, admitiendo el 
amparo contra los Jueces y Magistrados de que hablo. Y 
por una necesidad lógica, habrá también de confesarse que 
puesto que falta en estos casos la razón de la interpretación 
restrictiva del art. 101, no puede la excepción alcanzar á 
esos jueces, sino que quedan bajo el imperio del principio 
que ese texto consagra. 

Pero los defensores del sistema que estoy impugnando, 
apuntan inconvenientes serios y graves en, su concepto, in- 
convenientes que sin llegar á ser aquellos absurdos, autori- 
zan siempre esa interpretación restrictiva Me encargaré de 
examinarlos para hacer ver que esta pretensión es infundada. 

Se dice que si el amparo se diera contra los actos de los 
Jueces y Magistrados inferiores, se introduciria un desorden 
é irregularidad inevitables en la categoría gerárquica de los 
tribunales, sometiendo los actos reclamados del Circuito á la 
calificación del Distrito: que esto seria humillar al superior 
ante el inferior, desprestigiarlo, relajar el principio de auto- 
ridad. En mi concepto esta argumentación, dista mucho de 
tener la fuerza de la tomada áb úbsurdo y que consagra las 
dos excepciones que yo he admitido. 

Esta cuestión de categorías desaparece del todo en el re- 
curso constitucional de amparo. En la necesidad de mante- 
ner inviolables los derechos del hombre, quiso nuestra ley 
fundamental que todas las autoridades, aun las más elevadas, 
aun la Representación misma del pueblo, el Congreso de la 
ünion, se inclinasen ante un Juez de Distrito. Nadie puede 
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entre nosotroi? alegar su categoría para violar las garantías 
individuales, ni el Congreso, ni las Legislaturas, ni el Presi- 
dente, ni los Minisfros, ni los Gobernadores. Solo la Supre- 
ma Corte, no por razón de la categoría, sino porque es el 
supremo intérprete de la Constitución, porque es quien de- 
be decir la última palabra revisando los fallos dé los jueces, 
es la única autoridad que está excusada de ir á informar al 
Juez de Distrito sobre sus actos reclamados. Y si todas las 
autoridades de la República tienen que sujetarse á ese Juez 
cuando ejerce su augusta misión de hacer respetar los dere- 
chos del hombre, ¿podría decirse que porque el Magistrado 
de Circuito, es superior en grado al Juez de Distrito, no 
hay amparo contra los actos de aquel? ¿Pues no está aquí la 
Corte, superior de ambos, para corregir los errores del Juez, 
para reprimir los excesos que se le atribuyen en estos casos 
por venganza, insubordinación, etc.? ¿Y no se ve que es an- 
ticonstitucional dar al Magistrado de Circuito una inmuni- 
dad, una prerogativa, una categoría que no tiene ni el Con- 
greso, ni las Legislaturas, ni el Presidente, ni los Goberna- 
dores, ni los Tribunales superiores de los Estados? 

Véase por qué el argumento que acabo de contestar, lejos 
de igualar á los absurdos que fundan la interpretación res- 
trictiva del art. 101, en las excepciones que admito, descan- 
sa en una base anticonstitucipnal y no puede fundar la teoría 
que apoya. 

Debe sobre este particular tenerse presente una reflexión. 
Los que niegan el amparo contra los actos de todos los jue- 
ces federales, crian en favor de estos una especie de prero- 
gativa, y ¡qué prerogativa! la de infringir la Constitución sin 
más recurso que el de responsabilidad, prerogativa eminen- 
temente anticonstitucional. Los que creemos que el amparo 
procede contra esos jueces con excepción de la Suprema 
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Odrte, no solo negamos tal preregatira, sino que si adtóiti- 
n^>s ésa excepción, es porque sobre la Oorte no hay nip©e- 
4e haber otros. jueces. Sin disputa alguna, esta opiniones 
teas liberal y más conforme con nuestras instituciones que 
4»}U6Ha. 

-Se dice que la Justicia Federal es una, porque según el 
art. 90 de la Constitución, el Poder Judicial Federal ésfcá 
depositado en una Corte Suprema de Justicia y en los Tri- 
b«nales de Circuito y de Distrito: que ejerciendo tod^ los 
Jueces^ de Distrito una é idéntica jurisdicción en 1?^ Ínstem- 
ela, no í^rá posible que uno revisara los actos de otro á pre- 
texto de amparo, es decir, que en una misnaa instancia co- 
nocieran dos autoridades distintas. 

Ccmfiéso que no he podido comprender la fuerza de este 
argumento, por más que me he empeñado en valorizarlo, 
porque yo no comprendo esa especie de panteismo que se 
quiere formar de todo& los tribunales federales, haciéndolos 

^mo para quitarles á todos su libertad de conciencia 

Contra la unidad deí Poder Judicial así entendida protestan 
los hechos. ¿Pues qué, no sabemos que cada Juez falla y 
que cada Magistrado revisa las sentencias de estos con ente- 
ra independencia? ¿Pues qué, no vemos todos los dias sen- 
tencias de inferiores revocadas por los superiores? ¿A qué 
fin invocar, pues, la unidad de la justicia federal, queriendo 
demostrar que un juez no puede revisar los actos de otro juez? 

Creo también que hay equivocación al decir que en una 
misma instancia, dado el amparo, conocerán dos autoridades 
distintas del mismo negocio. No, el amparo, y el juicio de 
donde el acto reclamado nace, no son un negocio, sino dos 
de naturaleza esencialmente diversa: el uno es un recurso 
constitucional, cuyo fin es averiguar si hay ó no violación de 
garantía, confrontando el acto reclamado eon determinado 
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liexto constitucicmal, y el otro puede ser un proceso crimiTial, 
ian juicio civil en el que se atente contra alguno de los dere- 
chos del hombre. En el caso de Gruaymas, por ejemplo, -el 
Juez propietario de Distrito, juzgando de un caso de contra- 
bando, aplicó la pena de confiscación de las mercancías, y 
el Juez suplente estaba inquiriendo si esta pena es de las 
prohibidas en el art. 22 de la Constitución. ¿Quién puede 
decir, y menos sostener que estos dos negocios no son sino 
uno de que se ocupan dos autoridades en una misma ins- 
tancia? 

Vienen en apoyo de esta argumentación, otras considera- 
ciones. Si cabe el amparo contra los actos de los Jueces de 
Distrito, se dice, ese recurso tendría que sustanciarse ante 
el suplente, y en tal caso no solo se revisan los actos de un 
juez por otro de igual categoría, lo que acaba con el presti- 
gio de aquel, sino que se cria un antagonismo de lamentables 
consecuencias en la administración de justicia entre jueces 
propietarios y suplentes, constituyendo á estos en fiscales de 
aquellos. 

Breves palabras bastan á satisfacer esta objeción. Desde 
luego notaré que no es necesario que el Juez suplente co- 
nozca del amparo pedido contra el propietario. La ley pue- 
de erigir un nuevo sistema sobre este particular, encargando 
esa clase de amparos al Juez de Distrito más inmediato, por 
ejemplo. Prescindiendo de esa consideración, no debe olvi- 
darse que el Juez que conoce de un amparo, no revisa en gra- 
do los actos de otro Juez para aprobarlos ó reprobarlos; sino 
que solo examina si el acto reclamado es ó no conforme con 
determinado texto constitucional, y esto dicho, la cuestión 
de categoría, no es un obstáculo para el amparo, sobre todo 
después de lo que hablando de esa cuestión, he expuesto. 
Y en cuanto al antagonismo que se teme entre propietarios 
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y supleates, basta considerar que la Suprema Corte puede 
extinguir en su germen todo principio de rivalidad, de es- 
pionaje, de malevolencia entre esos jueces, para que tal te- 
mor desaparezca por completo. ¿Seria posible que por estos 
motivos tan de poco momento, y motivos que una ley secun- 
daria puede hacer desaparecer, se restrinja la benéfica insti- 
tución del amparo, concediendo á los Jueces de Distrito 
carta blanca para violar las garantías individuales? 

Los argumentos que he procurado contestar, son los prin- 
cipales que se alegan para sostener la teoría de que no cabe 
el amparo contra actos de los Jueces de Distrito y Magistra- 
dos de Circuito, y como se ha visto, ellos no constituyen la 
imposibilidad, el absurdo que se seguirla si ese recurso se 
diera contra los actos de la Corte. El que interprete, pues, 
la Constitución liberalmente, y la Corte tiene que hacerlo 
así, inspirándose en el genio de nuestras instituciones, quien 
no admita más restricciones para los textos literales de ese 
Código que los que exige é impone una racional y filosófica 
interpretación, tendrá que confesar que el art. 101 de que 
tanto he hablado, no sufre más excepción que la que se re- 
fiere á los juicios de amparo y á los negocios de la compe- 
tencia de la Corte, y que comprende en su literal tenor á 
los Jueces y Magistrados inferiores; tendrá que reconocer 
que no cabiendo el amparo contra los actos de este tribunal 
sí es procedente contra los de los otros tribunales federales. 
En este justo medio entre las opiniones extremas que he 
examinado, creo que está la verdad constitucional. 

Debo todavía rectificar un hecho histórico que tiene in- 
fluencia en esta cuestión. He oido asegurar que las comisio- 
nes del octavo Congreso que dictaminaron sobre la iniciati- 
va del Ejecutivo de 19 de Octubre de 1877, adoptaron el 
sistema de jiegar el amparo contra los actos de los tribuna- 
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nales federales. Esto no es exacto, y así aparece de la cita 
que antes he hecho de ese dictamen, y con mucha mayor 
claridad del art. 12 de su proyecto de ley, que dice así: «No 
procede el recurso de amparo contra los actos ó resolucio- 
nes de los tribunales y juzgados federales en los juicios de 
amparo, ni contra los de la Suprema Corte, en los demás 
negocios de su competencia. » ^ De este texto se infiere rec- 
tamente que sí procede el recurso de amparo contra los ac- 
tos de los Jueces de Distrito y Magistrados de Circuito en 
negocios que no sean de amparo y en que haya violación de 
garantías ó invasión de las atribuciones locales. Esta fué la 
opinión de esas comisiones. 

Y ya que de rectificar este hecho me he ocupado, es de 
oportunidad recordar aquí que ese artículo 12, que esa teo- 
ría que consagra, fué aprobado en la Cámara de Diputados 
en la sesión del dia 13 de Abril de 1878 por la inmensa 
mayoría de 130 votos contra 3. ^ Votación significativa por 
más de un capítulo y que se debe tomar en cuenta al estu- 
diar esta cuestión. 

Una palabra más para concluir. Al sostener yo que no es 
procedente el amparo contra los actos de la Corte, y que sí 
lo es contra los de los Magistrados de Circuito y Jueces de 
Distrito, he estado muy ajeno de atribuir al cuerpo al que 
me honro de pertenecer, una infalibilidad que niego á los 
otros tribunales federales. Reconociendo y deplorando que 
el error es el patrimonio del hombre por más alta que su 
posición social sea, sostengo sin embargo que las ejecutorias 
de la Corte son la verdad legal, son la última palabra que 
se puede pronunciar en materias constitucionales. ''En las 
instituciones humanas, ha dicho con toda exactitud la ejecu- 

1 Diario de los Debates del 8? Congreso, tom. 2?, pág. 575. 

2 Obra citada. Tom, 3?, pftg. 148. 
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toña de 6 de Noviembre de que he hablado, se acaba siem- 
pre por llegar á un punto del que no se puede pasar, por 
más imperfecciones que se presenten." Puede una Sala de 
la Corte, puede todo el Tribunal Pleno violar una garan- 
tía individual: esto, por desgracia, no puede negarse; pero 
esa violación que en un juez ó magistrado inferior tiene su 
correctivo en el amparo, en la Corte no tiene remedio, por- 
que sobre ella no hay otro tribunal. Esta imperfección, ne- 
cesaria en todo sistema judicial, esos abusos, esos errores 
que aun los Tribunales supremos pueden cometer, jamas han 
sido invocados para negar la máxima de *^rex judicata pro 
veritate habetur." Y si en nuestro sistema constitucional ju- 
dicial no hay quien pueda corregir los errores de la Corte, 
porque esto no es posible, no se debe exigir de la Constitu- 
ción de México una perfección á que ninguna institución 
humana puede llegar. 

Las consideraciones que he expuesto fundan el voto que 
voy á dar revocando el auto del Juez 19 de Distrito, que de- 
claró inadmisible el amparo que se le pidió contra el acto 
del Juez 2? de Distrito, en virtud del que redujo á prisión 
al quejoso; y revocándolo, á efecto de que se devuelvan las 
actuaciones al juzgado de su procedencia, á fin de que sus- 
tanciado el recurso en forma, se eleve con la sentencia que 
se dicte, á esta superioridad para la revisión correspondiente. 



Bjecotopía de la Snprenm Corte* 

México, Setiembre 29 de 1879. — Visto el juicio de am- 
paro promovido por Mariano F. Medrano ante el Juzgado 
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1? de Distrito de esta Capital, contra el procedimiento del 
Juez 29 de Distrito de la misma, que en virtud de una re* 
quisitoria del de Veracruz ha reducido á prisión al quejoso 
para ponerlo á disposición del Juez requerente, con objeta 
de instruirle causa por las responsabilidades que le resultan 
como pagador del Batallón número 23, con cuyos procedi- 
mientos estima el quejoso que se han violado en su persona 
las garantías consignadas en los arts. 14 y 16 de la Consti- 
tución general; Vistos: el informe de la autoridad ejecutora 
del acto reclamado, el pedimento fiscal y el auto del Juez 19 
de Distrito, fecha 13 de Mayo del corriente año, en que se 
declara improcedente el recurso por tratarse de actos de un 
Tribunal federal; 

Considerando, 19: Que es fuera de duda que el recurso 
de que se trata no cabe en los juicios de amparo, porque si 
bien el art. 101 constitucional no consagra literalmente esta 
excepción, es preciso admitirla, puesto que de lo contrario 
ese texto se pondria en pugna con los fines que se propuso 
el legislador constituyente, llegando hasta el absurdo, toda 
vez que si un amparo cupiera dentro de otro amparo sin lí- 
mite alguno, iriamos á parar en su progresión infinita, á que 
la ley fundamental estableció el amparo, no para proteger 
los derechos del hombre y mantener inviolable la Constitu- 
ción, sino para negar la administración de justicia, haciendo 
imposible una ejecutoria que resolviera las cuestiones cons- 
titucionales: 

Considerando, 29: Que tampoco es aceptable la teoría so- 
bre ser admisible el recurso de amparo contra los actos de 
la Suprema Corte, funcionando ya en Tribunal Pleno ó ya 
en Salas; en razón de que correspondiendo á aquella rfevi- 
sar las sentencias de los Jueces de Distrito para confirmar- 
las, revocarlas ó modificarlas, Uegaria, cuando se tratara dp 
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